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ACCIONANTE: JOSÉ HÉCTOR VALENCIA GRISALES
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Proceso:    
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Radicación Nro. :
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Accionante: 


JOSE HECTOR VALENCIA GRISALES
Accionado:
  COLPENSIONES

Magistrado Ponente: 
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / RESPUESTA DEBE SER DE FONDO / COMPLEMENTO DE INFORMACION SOLICITADA AL PETICIONARIO DEBE REPOSAR EN HISTORIA LABORAL Y NO IMPIDE RESPONDER DE FONDO / Como se aprecia, la única comunicación que se dio por parte de COLPENSIONES con ocasión de la petición del accionante, fue la remitida en diciembre 21 de 2017, pero en esta no se resolvió de fondo lo pedido, pese a que contó con un plazo más que prudencial para que le hubiera señalado los pormenores de la situación presentada.
(…)

Si bien es cierto que el peticionario debe indicar con la mayor aproximación posible cuáles son aquellos ciclos que en su sentir ostentan algún inconveniente, frente a lo cual nada dijo en la solicitud presentada a COLPENSIONES, por lo cual le asistiría parcialmente la razón al efectuarle tal requerimiento, no puede desconocerse que es dicho fondo el que tiene en su poder la historia laboral del actor, por medio de la cual podría establecer si alguna de las empresas por él aludidas, no realizó pagos en el lapso durante el cual el señor JOSÉ VALENCIA laboró para ellos.

                          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                         PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                              RAMA JUDICIAL 
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       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (6) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                Acta de Aprobación N° 110
                                                 Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por el señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA GRISALES.

2.- DEMANDA 

Informa el señor VALENCIA GRISALES, que en noviembre 21 de 2017 radicó ante COLPENSIONES petición para que se revise el aporte a pensión efectuada por cada patrono y se le envíe un detalle de los pagos donde se discrimine si dichos ciclos están al día, sin que transcurridos más de 18 días se le hubiera dado respuesta.

Pide la protección a su derecho fundamental de petición, al mínimo vital, dignidad humana e igualdad y se conmine a la entidad para que practique los procedimientos para establecer y legitimar sus derechos.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a COLPENSIONES, sin que se hubiera dado respuesta al trámite.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de diciembre 26 de 2016 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA GRISALES, por lo cual ordenó a COLPENSIONES que dentro de las 48 horas siguientes resuelva y notifique en debida forma la solicitud presentada por el actor.

4.- IMPUGNACIÓN

El Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, señala que mediante oficio de diciembre 21 de 2017, enviado a la dirección reportada por el actor, se le dio respuesta de fondo a lo pedido, por lo cual  el amparo constitucional pierde su razón de ser como mecanismo expedito de protección, al presentarse la carencia actual del objeto.  Estima que la vulneración del derecho de petición se encuentra superada y por ende pide el archivo del trámite.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por el señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA GRISALES. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

6.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo arrimado al expediente, y aunque el señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA, reclama la protección de diversos derechos fundamentales - petición,  mínimo vital, dignidad humana e igualdad- considera la Sala de lo plasmado en el escrito de tutela, que el derecho fundamental que se observa efectivamente vulnerado por COLPENSIONES, es el de petición, toda vez que dicha entidad omitió darle respuesta, dentro del término de ley, a la solicitud que elevara en noviembre 21 de 2017,  en el cual pidió lo siguiente: (i) que se le informen las gestiones realizadas frente a la deuda que registran las empresas FLEXIPUNTO; UNIBAN, CONDISA S.A.; LISTOS LTDA.; MUYLEY y RODAS; INGENIO RISARALDA; SOCIEDAD AUTOMOTRIZ; PROSPERAR; EMPRESA DE ASEO CONTRANS y como independiente JOSÉ HÉCTOR VALENCIA, y (ii) se le envíe un detalle de pagos donde se discrimine si los aportes en pensión están al día con cada patrono.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asiste razón al señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA GRISALES al instaurar la tutela, porque pese a efectuar solicitud que fue recibida por COLPENSIONES en noviembre 21 de 2017, a la fecha de interposición de la acción  -diciembre 18 de 2017- no se le había entregado respuesta de fondo, pese a que ya habían transcurrido los 15 días hábiles con los que contaba la entidad para comunicarle lo pertinente, lo que motivó al a quo a ordenar el amparo del derecho de petición que le había sido vulnerado, por haberse evidenciado tal quebrantamiento.

Ahora bien, no obstante lo señalado en la impugnación por parte de COLPENSIONES, al indicar que ya se atendió la petición elevada por el actor, con la expedición y envío del oficio BZ-2017_13462125 de diciembre 21 de 2017
, por lo cual demanda la carencia actual de objeto por hecho superado, contrario a ello lo que la Sala detecta es que la solicitud que en su momento realizó el señor VALENCIA GRISALES no ha sido debidamente respondida por la entidad.

Ello por cuanto en la referida respuesta que se le dio al acá accionante, y que en sentir de la Sala obedeció a la interposición de la acción constitucional y no como una decisión adoptada motu proprio por COLPENSIONES, solo se limitaron a que es necesario que les informe  específicamente los tiempos faltantes para cada empleador, ya que la petición se halla incompleta, respecto a los ciclos reclamados, siendo de importancia establecer año y mes de los períodos que argumenta se encuentra en deuda.

Si bien es cierto que el peticionario debe indicar con la mayor aproximación posible cuáles son aquellos ciclos que en su sentir ostentan algún inconveniente, frente a lo cual nada dijo en la solicitud presentada a COLPENSIONES, por lo cual le asistiría parcialmente la razón al efectuarle tal requerimiento, no puede desconocerse que es dicho fondo el que tiene en su poder la historia laboral del actor, por medio de la cual podría establecer si alguna de las empresas por él aludidas, no realizó pagos en el lapso durante el cual el señor JOSÉ VALENCIA laboró para ellos.
Igualmente se aprecia que COLPENSIONES omitió darle respuesta a la otra solicitud elevada por el señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA, en la que pedía que se le enviara un detalle de los pagos realizados por sus empleadores, donde se discrimine si los mismos se hallan al día en sus aportes, sin que sobre dicho particular la entidad le hubiera comunicado lo pertinente, pese a que en sentir de la Sala esa precisa información la podría haber brindado COLPENSIONES, con fundamento en los reportes que aparezcan al respecto en la historia laboral del accionante y de la cual sería posible determinar qué periodos al parecer se encuentran pendientes de pago o efectuados de manera extemporánea.

Como se aprecia, la única comunicación que se dio por parte de COLPENSIONES con ocasión de la petición del accionante, fue la remitida en diciembre 21 de 2017, pero en esta no se resolvió de fondo lo pedido, pese a que contó con un plazo más que prudencial para que le hubiera señalado los pormenores de la situación presentada, y aunque con fundamento en ello COLPENSIONES estimó que había dado cumplimiento a su deber de respuesta oportuna y efectiva, como fácilmente se vislumbra, de la información que al señor JOSÉ HÉCTOR VALENCIA se le envió no se extrae que le haya resuelto en debida forma la pretensión que data de noviembre 21 de 2017, por lo ya aludido.

Lo que salta a la vista entonces, es que la entidad gubernamental ha omitido dar observancia a un deber constitucional como lo es el de responder cabalmente las solicitudes realizadas por los ciudadanos conforme lo prevé el canon 23 Superior, motivo por el cual se considera que no nos encontramos frente a un hecho superado, como así pretende COLPENSIONES que sea decretado, ya que a la fecha la reclamación elevada por el señor VALENCIA GRISALES, continúa insatisfecha.

En ese orden de ideas, estima la Corporación que la providencia objeto de impugnación se encuentra ajustada a derecho y en consecuencia se procederá a su confirmación.
7.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 21.





Página 1 de 7

